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RESUMEN 
 
En el siguiente artículo, hablaremos de la protección por parte de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del derecho al agua.  Como ha sido la defensa de este derecho a través de sus 
sentencias, como también haremos mención de las medidas cautelares otorgadas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, las cuales han tenido gran importancia no solo en la 
protección del derecho al agua sino en salvaguardar la biodiversidad de la tierra y a las 
comunidades indígenas que ancestralmente habían poseído unos territorios pero que ante unos 
sucesos fueron despojados de estos, llevándolos a desplazarse a lugares donde no tenían agua 
potable, alimentos mínimos y muchos menos una calidad de vida digna. 
Así mismo se analizará el caso colombiano en la sentencia T-622/16 de la Corte Constitucional 
como precedente aplicado en nuestro país, al catalogar al Rio Atrato como sujeto de derechos, 
implicando de esta manera su protección, conservación, mantenimiento y restauración, debido al 
nivel de contaminación al cual estaba siendo expuesto por la explotación minera legal e ilegal en 
el departamento del Chocó.  La protección a este afluente estaba siendo omitida por parte de las 
autoridades y es de esta manera como se le intenta recuperar, para que así siga siendo una fuente 
de vida para las comunidades indígenas y afrodescendientes de la región chocoana. 
De esta manera destacaremos la importancia del Derecho al agua para toda la población, siendo 
esta necesaria para llevar todas las actividades del diario vivir y así generar una calidad de vida 
digna. 
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PROTECCIÓN DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS AL 
DERECHO AL AGUA 
RESUMEN  
En el siguiente artículo, hablaremos de la protección por parte de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos del derecho al agua.  Como ha sido la defensa de este derecho a través de sus 
sentencias, como también haremos mención de las medidas cautelares otorgadas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, las cuales han tenido gran importancia no solo en la 
protección del derecho al agua sino en salvaguardar la biodiversidad de la tierra y a las 
comunidades indígenas que ancestralmente habían poseído unos territorios pero que ante unos 
sucesos fueron despojados de estos, llevándolos a desplazarse a lugares donde no tenían agua 
potable, alimentos mínimos y muchos menos una calidad de vida digna.  
Así mismo se analizará el caso colombiano en la sentencia T-622/16 de la Corte Constitucional 
como precedente aplicado en nuestro país, al catalogar al Rio Atrato como sujeto de derechos, 
implicando de esta manera su protección, conservación, mantenimiento y restauración, debido al 
nivel de contaminación al cual estaba siendo expuesto por la explotación minera legal e ilegal en 
el departamento del Chocó.  La protección a este afluente estaba siendo omitida por parte de las 
autoridades y es de esta manera como se le intenta recuperar, para que así siga siendo una fuente 
de vida para las comunidades indígenas y afrodescendientes de la región chocoana. 
De esta manera destacaremos la importancia del Derecho al agua para toda la población, siendo 
esta necesaria para llevar todas las actividades del diario vivir y así generar una calidad de vida 
digna. 
PALABRAS CLAVES: Derechos Fundamentales, Derechos Humanos, Agua Potable, 
Explotación Minera. 
 
ABSTRACT  
In the following scientific article, we will discuss the protection by the Inter-American Court 
of Human Rights of the right to water. Which has been the defense of this right through its 
judgments, as we will also mention the precautionary measures granted by the Inter-American 
Commission of Human Rights, which have had great importance not only in the protection of 
the right to water but in safeguarding the biodiversity of Earth and the indigenous communities 
that ancestrally had possessed some territories but that before some events were dismissed from 
these, taking them to move to places where they had no drinking water, minimal food and much 
less a decent quality of life. 
Likewise, it will be analyzing the Colombian case in depth the ruling T-622/16 of the 
Constitutional Court as a unique precedent in our country, when cataloging the Atrato River as 
a subject of rights, thus implying its protection, conservation, maintenance and restoration, due 
to the level of contamination which was being exposed by legal and illegal mining in the 
department of Chocó. The protection of this tributary was being omitted by the authorities and 
it is in this way that it is tried to recover, so that it continues to be a source of life for the 
indigenous and afro-descendant communities of the Chocoano region. 
 In this way we will highlight the importance of the right to water for the entire population, 
being necessary to carry all the activities of daily living and thus generate a decent quality of 
life. 
KEY WORDS: Fundamental Rights, Human Rights, Drinking Water, Mining. 
 
  
INTRODUCCIÓN 
El derecho al agua, elemento vital en la vida del ser humano, esencial al momento de ejercer 
cada una de sus actividades de manera cotidiana para garantizar una de vida digna y por tanto 
objeto de diversos estudios, ahora lo es de la propia corte interamericana de derechos humanos. 
En el año 2015 el Centro de Estudios para la Justicia Social “Tierra Digna” preocupado por 
los hechos que ocurren en el departamento del Chocó y precisamente en lo concerniente en el 
Río Atrato por la contaminación que conlleva la explotación minera y forestal ilegal, la cual 
estaba envenenando este afluente que tiene su desembocadura en el Golfo de Urabá, ejerciendo 
su derecho fundamental a la Acción de Tutela consagrada en la Constitución Política de 1991, 
tomo cartas en el asunto para frenar la contaminación y de paso evitar los daños a la salud de 
quienes consumen su agua sin ningún tipo de tratamiento, como fue el caso reportado por la 
Defensoría del pueblo de los 34 niños embera-katíos en 2014 por el consumo de agua 
contaminada1. 
En primera instancia el Tribunal Administrativo de Cundinamarca rechazó por improcedente 
la acción de amparo, así mismo fue ratificada por el Consejo de Estado al declarar que los 
demandantes fueron incapaces de demostrar el perjuicio irremediable, pues este ya estaba hecho, 
ahora lo que debía buscarse era remediar tal daño para poder recuperar una parte de este 
caudaloso Río Atrato.  
Fue de esta manera que llegó a revisión por parte de la Corte Constitucional y se sentó un 
precedente, en nuestro entender  una victoria nunca antes vista en la protección de las fuentes 
                                               
1 Laverde, J.D. (2017, 29 de abril) Un salvavidas para el Atrato. El Espectador. Recuperado de 
https://www.elespectador.com/noticias/nacional/un-salvavidas-para-el-atrato-articulo-691575 
hídricas en Colombia, incluso reconociendo la vida al declarar al Río Atrato como sujeto de 
derechos para su protección, conservación, mantenimiento, bajo la coordinación y vigilancia del 
Estado Colombiano. 
Adicionalmente se analizan pronunciamientos de la CIDH relacionados con el tema de la 
protección de este tipo de elementos y medidas de protección al respecto. 
1. ¿Qué es el “Derecho al agua”? 
Empezaremos hablando de los doctrinantes que se han referido al tema o han dado algún 
concepto para llegar de esta manera a una definición más apropiada, así tendremos las nociones de 
la importancia de este derecho.  
Tal como lo menciona Lilia Benavides (2011) en su trabajo académico para la Universidad 
Carlos III de Madrid al definirlo de la siguiente manera: El agua es uno de los recursos más 
importantes; dentro de la naturaleza es fuente primaria de vida y de salud. Por ello, la falta de 
acceso a ésta, sumándole la de saneamiento básico, constituyen una violación flagrante a los 
Derechos Humanos. Así, el detrimento de este bien no sólo puede ir en contra de la alimentación, 
la vivienda adecuada, el medio ambiente sano y la prestación eficiente de servicios públicos, sino 
que además atenta contra otros bienes tan importantes como la salud y la vida misma. Por lo tanto, 
en la medida que se vulnere el derecho al agua, paralelamente, se están violando estos derechos y 
la condición humana misma (pág. 152). 
Se puede establecer como la autora ve al agua como una necesidad básica, propia de todo ser 
humano que debe estar satisfecha por parte del Estado ya que la legislación interna e internacional 
estima la protección de manera amplia para que esto sea logrado.  
En cuanto al reconocimiento Kofi Annan, ex Secretario General de las Naciones Unidas, destacó 
que "el acceso al agua salubre es una necesidad humana fundamental y, por lo tanto, un derecho 
fundamental" (Annan, 2006) 
Aquí veremos cómo el 15 de febrero del 2012 se iba a sentar un precedente para nuestro país, 
en Santa fe de Bogotá D.C., la administración del entonces Alcalde Gustavo Petro (hoy candidato 
presidencial) expedía el decreto 064, por el cual se “se reconoce el derecho al consumo mínimo 
vital de agua potable para los estratos 1 y 2 de uso residencial y mixto…”, (Alcaldía Mayor de 
Bogotá, 2012 ) la decisión fue tomada con base en el artículo 1 de la Constitución Política de 
Colombia declarando que somos un Estado Social de Derecho, con base en el respeto a la Dignidad 
Humana y en protección a los derechos fundamentales inherentes al ser humano, como hechos 
significativos en el ámbito interno. 
También se pueden  traer a colación normas internacionales tales como; Declaración Universal 
de los DDHH, Asamblea General de la ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, entre otros, dando así de esta forma un cumplimiento a normas internacionales antiguas 
las cuales no habían sido llevadas a la practica en nuestro país, de esta manera se fijó en seis metros 
cúbicos mensuales la cantidad de agua potable que deberán suministrar las Prestadoras del Servicio 
de Acueducto, como mínimo vital.  
Ahora nos dedicaremos a mencionar los diferentes Protocolos, Conferencias, Convenciones, 
Asambleas Generales de la ONU, en los cuales se ha mencionado y exaltado el derecho al agua 
como un derecho humano, para mantener un orden tales menciones se van a realizar de manera 
cronológica.  
El derecho al agua de manera internacional fue reconocido por primera vez por la Conferencia 
de las Naciones Unidas sobre el Agua en Mar del Plata, Argentina, declaraba que: “Todos los 
pueblos, cualquiera que sea su nivel de desarrollo o condiciones económicas y sociales, tienen 
derecho al acceso a agua potable en cantidad y calidad acordes con sus necesidades básicas” (ONU, 
1977). 
En la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer su 
artículo 14 numeral 2 literal h, es mencionado así: “Gozar de condiciones de vida adecuadas, 
particularmente en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la electricidad y el 
abastecimiento de agua, el transporte y las comunicaciones” (ONU, 1979). 
Por parte de la Convención sobre los Derechos del Niño su artículo 24 literal c) establece: 
Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud 
mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro de alimentos 
nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de 
contaminación del medio ambiente. (ONU, 1990) 
En el año 1991 la Asamblea General de la ONU estableció como principio para las personas de 
edad en su capítulo correspondiente al derecho a la independencia: "Las personas de edad deberán 
tener acceso a alimentación, agua, vivienda, vestuario y atención de salud adecuados, mediante la 
provisión de ingresos, el apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia autosuficiencia" 
(ONU , 1991).  
En concordancia con el anterior principio de la ONU, fue establecida la Convención 
Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores en su 
artículo 12 de la siguiente manera: La persona mayor tiene derecho a un sistema integral de 
cuidados que provea la protección y promoción de la salud, cobertura de servicios sociales, 
seguridad alimentaria y nutricional, agua, vestuario y vivienda; promoviendo que la persona mayor 
pueda decidir permanecer en su hogar y mantener su independencia y autonomía. (OEA, 1991) 
En una de las conferencias más importantes sobre el Agua y el Desarrollo Sostenible, la 
conferencia que tendría lugar en Dublín, Alemania, entre el 21 y 30 de enero de 1992 se establecería 
que: “es esencial reconocer ante todo el derecho fundamental de todo ser humano a tener acceso a 
un agua pura y al saneamiento por un precio asequible”. (ONU, 1992) 
El principio 2 de la Conferencia Internacional de las Naciones Unidas sobre la Población y el 
Desarrollo llevada a cabo en el Cairo, Egipto, contempla: “Toda persona tiene derecho a un nivel 
de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido, vivienda, agua y saneamiento 
adecuados”. (ONU, 1994) 
El artículo 28 numeral 2 literal A, de la Convención sobre los Derechos de Personas con 
Discapacidad establece entre sus derechos: Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las 
personas con discapacidad a servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y 
asistencia de otra índole adecuados a precios asequibles para atender las necesidades relacionadas 
con su discapacidad. (ONU, 2006) 
En el año 2010 mediante resolución 64/292 la Asamblea General de las Naciones Unidas 
reconoce al Derecho Fundamental al agua potable como esencial para el disfrute de la vida e invita 
a los Estados y a las organizaciones internacionales de manera exhaustiva que mediante el aumento 
de los recursos financieros y la cooperación sea posible llegar a toda la población un acceso al agua 
potable y al saneamiento.  
En la resolución 18/1 del año 2011, el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 
se reconoce que el derecho fundamental al agua va asociado con otra serie de derechos tales como 
al derecho de un nivel de vida adecuado y al más alto nivel posible de salud física y mental, así 
como al derecho y a la dignidad humana. Por otro lado, recuerda la responsabilidad de los Estados 
que internamente deben adoptar medidas para lograr progresivamente la realización del Derecho 
al agua y al saneamiento.  
2. Protección del Derecho al agua en la Corte Interamericana de Derechos Humanos y 
en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
En lo que respecta a la jurisprudencia de la CIDH y las medidas cautelares impuestas por la 
Comisión en la protección al derecho al agua, nos vamos a referir a dos sentencias en específico; 
Caso Comunidad indígena Yakye Axa Vs. Paraguay (2005), Caso Comunidad Indígena 
Sawhoyamaxa Vs. Paraguay (2006). Además de las sentencias mencionadas, estudiaremos las 
medidas cautelares impuestas por la Comisión a favor de las comunidades del pueblo Maya en 
Guatemala (2010) y también las medidas a favor del pueblo indígena Wayúu (2015) en las aguas 
del Rio Ranchería, en la Guajira (Colombia). 
A. SENTENCIAS 
1. Caso Comunidad indígena Yakye Axa Vs. Paraguay (2005) 
A consecuencia de la llamada Guerra del Chaco entre Paraguay y Bolivia (1932 – 1935) muchas 
comunidades indígenas fueron desplazadas de los territorios en los cuales se encontraban asentados 
y que históricamente eran de su propiedad. Entre estas comunidades se encontraba la Yakye Axa, 
la cual desde el año 1993 se trasladaron a sus antiguas tierras a las cuales el nuevo propietario les 
prohibió el acceso, iniciaron mediante peticiones el reclamo de sus tierras a las cuales el Estado se 
negó. En este lapso de tiempo fallecieron dieciséis personas2 debido a la pobreza extrema, falta de 
agua potable y escasez de alimentos (Territorio Indigena y Gobernanza , 2005). 
                                               
2 Territorio Indígena y Gobernanza, 2005, Comunidad Yakye Axa vs. Paraguay, recuperado de 
http://www.territorioindigenaygobernanza.com/yakye.html 
Debido a esto en el año 2000 se decidió recurrir a la jurisdicción internacional llegando a la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, la petición por parte de la comunidad indígena 
era la devolución de sus territorios ancestrales, y así fue como en el año 2003 fue presentada ante 
la Corte Interamericana de DDHH por lo cual después de un largo litigio judicial si tenemos en 
cuenta las condiciones en las cuales se encontraban, en el año 2005 la CIDH decidió (…) el 
Tribunal dispone que, mientras la Comunidad se encuentre sin tierras, dado su especial estado de 
vulnerabilidad y su imposibilidad de acceder a sus mecanismos tradicionales de subsistencia, el 
Estado deberá suministrar, de manera inmediata y periódica, agua potable suficiente para el 
consumo y aseo personal de los miembros de la Comunidad; brindar atención médica periódica y 
medicinas adecuadas para conservar la salud de todas las personas, especialmente los niños, niñas, 
ancianos y mujeres embarazadas, incluyendo medicinas y tratamiento adecuado para la 
desparasitación de todos los miembros de la Comunidad; entregar alimentos en cantidad, variedad 
y calidad suficientes para que los miembros de la Comunidad tengan las condiciones mínimas de 
una vida digna; facilitar letrinas o cualquier tipo de servicio sanitario adecuado a fin de que se 
maneje efectiva y salubremente los desechos biológicos de la Comunidad; y dotar a la escuela 
ubicada en el asentamiento actual de la Comunidad. (CIDH, 2005, pág. 104) 
2. Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay (2006) 
Dando paso a la siguiente sentencia, la cual fue registrada bajo los mismos hechos de la 
anteriormente mencionada, pero en reclamo de la comunidad indígena Sawhoyamaxa, la cual 
reclamaba sin éxito los terrenos perdidos después de la Guerra del Chaco que históricamente habían 
sido suyos y que gracias a la sentencia del 29 de marzo del 2006 emitida por la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos iba a recuperar, el derecho a una vida digna, asegurando además una 
proyectos educacionales, puestos de salud, agua potable e infraestructura sanitaria.  
La CIDH se pronunció de la siguiente manera: La Corte, tomando en cuenta lo anterior, 
considera procedente, en equidad, ordenar al Estado la creación de un fondo de desarrollo 
comunitario en las tierras que se entreguen a los miembros de la Comunidad, de conformidad con 
el párrafo 207 de esta Sentencia. El Estado deberá destinar la cantidad de US $1.000.000,00 (un 
millón de dólares de los Estados Unidos de América), para tal fondo, el cual consistirá en la 
implementación de proyectos educacionales, habitacionales, agrícolas y de salud, así como de 
suministro de agua potable y la construcción de infraestructura sanitaria, en beneficio de los 
miembros de la Comunidad. Estos proyectos deberán ser determinados por un comité de 
implementación, que se describe a continuación, y deberán ser completados en un plazo de dos 
años, contados a partir de la entrega de las tierras a los miembros de la Comunidad indígena.(CIDH 
, 2006, pág. 99) 
Respecto a las sentencias anteriormente mencionadas mediante las cuales se logró la devolución 
de sus tierras de manera inmediata por parte del Estado Paraguayo, así como la protección y 
reconocimiento de su derecho al agua para su consumo y aseo personal, así como garantizar el 
derecho a la salud y a la protección de los derechos de los niños y las personas mayores. 
Igualmente continuaremos con las medidas cautelares impuestas por la Comisión, iniciando con 
la medida impuesta al Estado de Guatemala en el año 2010. Bajo el entendido que las medidas 
cautelares se encuentran establecidas en el artículo 25 del reglamento de la CIDH y pueden ser 
definidas como la manera que se puede evitar un riesgo, o un peligro mayor, dado que se está ante 
un daño inminente, mientras se sigue el curso normal del proceso. 
 
B. MEDIDAS CAUTELARES 
1. Caso Comunidades del Pueblo Maya vs Guatemala (2010) 
Con el objeto de la protección al Río Tzalá y sus afluentes de los cuales en su momento se 
beneficiaban 18 comunidades del pueblo Maya, los cuales se verían afectados de manera directa 
por la explotación minera iniciada por la empresa Goldcorp/Montana en el año 2003, acciones que 
contaminaron el agua que estas comunidades utilizaban para su consumo y para sus actividades 
diarias. Al verse afectados y ante la situación, la Comisión ordenó las siguientes medidas:  
1) Suspender la explotación minera del Proyecto Marlin I y demás actividades relacionadas con 
la concesión otorgada a la empresa Goldcorp/Montana Exploradora de Guatemala, S.A., e 
implementar medidas efectivas para prevenir la contaminación ambiental, hasta tanto la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos adopte una decisión sobre el fondo de la petición asociada 
a esta solicitud de medidas cautelares. 
 2) Adoptar las medidas necesarias para descontaminar en lo posible las fuentes de agua de las 
dieciocho comunidades beneficiarias, y asegurar el acceso por sus miembros a agua apta para el 
consumo humano. 
3) Atender los problemas de salud objeto de estas medidas cautelares, en particular, iniciar un 
programa de asistencia y atención en salubridad para los beneficiarios, a efectos de identificar a 
aquellas personas que pudieran haber sido afectadas con las consecuencias de la contaminación 
para que se les provea de la atención médica pertinente. 
4) Adoptar las demás medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad física de los 
miembros de las dieciocho comunidades maya de Tres Cruces; Escupijá; Pueblo Viejo; La 
Estancia; Poj; Sipacapa; Pie de la Cuesta; Cancil; Chual; Quecá; Quequesiguán; San Isidro; Canoj; 
Ágel; San José Ixcaniche; San José Nueva Esperanza; San Antonio de los Altos; y Siete Platos. 
5) Planificar e implementar las medidas de protección con la participación de los beneficiarios 
y/o sus representantes. (Pueblo Maya vs Guatemala, 2010) 
A consecuencia de la orden de la Comisión, el Estado de Guatemala debía de esta manera retirar 
la licencia de la explotación minera otorgada y así mismo descontaminar las fuentes de agua de las 
cuales eran beneficiarias las 18 comunidades indígenas para asegurar el derecho al agua potable y 
su consumo. 
2. Caso Comunidades Indígenas Wayúu vs Colombia (2015) 
Para concluir las posturas de la Comisión Interamericana en protección al derecho al agua, 
mencionaremos las medidas cautelares ordenadas por la Comisión en el caso del Pueblo Indígena 
Wayúu en el año 2015, para la protección del Río Ranchería en la Guajira. Derivado de la 
restricción al cauce normal del río, agua que se usa para la explotación de la mina de carbón del 
Cerrejón, la comunidad no ha podido realizar sus actividades normales, tales como la ganadería, el 
cultivo de sus tierras, el consumo de agua potable, a causa de esto se fue incrementando la 
desnutrición en los niños y niñas, según la información de la solicitud realizada por la Comisión 
esto causó la muerte de 4770 menores de edad (Medidas Cautelares No. 51/15, 2015) desde el año 
2007 hasta cuando fue presentada la solicitud de las medidas al Estado Colombiano.  
La solicitud de la Comisión al Estado Colombiano fue la siguiente:  
a) Adopte las medidas necesarias para preservar la vida y la integridad personal de niños, niñas 
y adolescentes de las comunidades de Uribia, Manaure, Riohacha y Maicao del pueblo Wayúu, en 
el departamento de la Guajira, en particular dada la situación de emergencia, adoptar las siguientes 
medidas específicas:  
1. Asegurar la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los servicios de salud en las 
comunidades de Uribia, Manaure, Riohacha y Maicao, con un enfoque integral y culturalmente 
adecuado, con el fin de atender la desnutrición infantil y enfermedades prevenibles o evitables. 
2. Tomar medidas inmediatas para que las comunidades beneficiarias puedan tener, a la 
brevedad posible, acceso al agua potable y salubre, de manera sostenible y suficiente para la 
subsistencia de los menores. 
3. Tomar medidas inmediatas para que niños, niñas y adolescentes puedan tener alimentos en 
calidad y cantidad suficientes para satisfacer las necesidades alimentarias con pertinencia cultural, 
así como de establecer los mecanismos idóneos para la identificación de casos de desnutrición para 
una intervención inmediata. (Medidas Cautelares No. 51/15, 2015) 
Aun con la protección ofrecida por parte de la Comisión se ha visto como se ha continuado con 
la falta de protección ofrecida por el Estado Colombiano, obligando a la Comisión a pronunciarse 
y a ofrecer una ampliación la cual fue otorgada en especial a las mujeres gestantes y lactantes de 
la comunidad indígena Wayúu mediante la resolución 3/2017, entre los cuales se reconoció 
nuevamente la necesidad del garantizar el acceso al agua potable para la subsistencia.  
La comisión solicitó al gobierno:  
a) Adopte las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal de las mujeres 
gestantes y lactantes pertenecientes al pueblo indígena Wayúu en los municipios de 
Manaure, Riohacha y Uribía del departamento de la Guajira. En particular, dada la situación 
de emergencia, adoptar las siguientes medidas específicas: 
 I. Asegurar la disponibilidad, accesibilidad y calidad de los servicios de salud para las 
mujeres Wayúu en estado de gestación y lactantes, a fin de que tengan acceso a atención 
médica, con un enfoque integral y culturalmente adecuado;  
II. Tomar medidas inmediatas para que las mujeres gestantes y lactantes puedan tener, a la 
brevedad posible, acceso a agua potable y salubre, de manera sostenible y suficiente para la 
subsistencia de las beneficiarias;  
 III. Tomar medidas inmediatas para que las mujeres gestantes y lactantes puedan tener 
alimentos en calidad y cantidad suficientes para satisfacer las necesidades alimenticias con 
pertinencia cultural, así como establecer los mecanismos idóneos para la identificación de 
casos para intervención inmediata (Ampliación de beneficiarios a favor de las mujeres 
gestantes y lactantes de la Comunidad Indígena Wayúu en, 2017, págs. 11-12). 
Ante la necesidad de protección a los menos favorecidos que no es asegurada con las instancias 
nacionales ni ayudada por parte del Estado Colombiano y aún con la necesidad de auxilio que viven 
día a día en especial las comunidades indígenas que subsisten a través del cultivo de la tierra y la 
actividad de la ganadería, se han visto en la obligación del llamado a las instancias internacionales 
por medio de las organizaciones de ayuda jurídica, logrando así que mediante las medidas 
cautelares de prevención y protección se puedan garantizar los derechos ante la inminente escasez 
de alimentos, agua potable, educación y puestos de salud a su disposición.  
3. ANALISIS EN EL ESCENARIO COLOMBIANO DEL CASO DEL RÍO ATRATO 
EN LA SENTENCIA T-622/16  
Para abordar esta temática hemos decidido iniciar por el contexto histórico de lo que ha sucedido 
antes de esta decisión tomada por parte de la Corte Constitucional, la cual sentó un precedente que 
no se había tenido en nuestro país, el cual además tuvo un efecto inter comunis, esto es que teniendo 
en cuenta que los fallos de tutela por regla general son inter partes, es decir, solo afectan a las 
personas que intervienen en el proceso, aquí se le dio connotación general.  Al poseer efecto inter 
comunis este fallo se adopta para proteger derechos de todos los afectados por la misma situación 
de hecho o de derecho en condiciones de igualdad, en pocas palabras todas las comunidades que 
vean afectados sus derechos bajo los mismos sucesos y que deseen la protección podrán ampararse 
bajo este fallo.  
3.1 Contexto Histórico 
El departamento del Chocó cuya capital es Quibdó, se encuentra ubicada en el Noroeste de 
Colombia, limita con Antioquia, Panamá y con el Océano Pacifico, haciendo de este una salida 
fluvial muy importante, aunque esta no haya sido aprovechada de la manera que debería ser, tales 
como exportaciones, pesca e incluso llegado el caso explotación petrolera, todo lo contrario, esta 
ha sido utilizada históricamente por los grupos al margen de la ley (AUC, ELN, FARC, BACRIM) 
para sus acciones delictivas. Es incluso preocupante como no ha podido tener los mismos avances 
de su departamento vecino Antioquia al verse una gran diferencia en cuanto infraestructura, salud 
(hospitales y clínicas), educación, acceso a alcantarillado, tratamiento de aguas, entre otros.  
Por otra parte, para situarnos en el tema pertinente de la explotación minera en el Chocó y más 
precisamente en la explotación del oro en el Río Atrato el cual es el tema central, debemos entender 
que estas comunidades indígenas afectadas por la utilización de tales como el mercurio y el cianuro 
para lograr la obtención del oro de la manera más pura, antes de darse inicio a estas prácticas, las 
comunidades lo hacían de manera artesanal o ancestral para su subsistencia y sin causarle daño al 
medio ambiente, sin la necesidad de utilizar sustancias toxicas para su resultado. Debido al uso que 
se les da a las retroexcavadoras y a las dragas o dragones para la explotación minera en el río esta 
minería artesanal ha tenido que verse rezagada ya que se ha hecho imposible debido a las 
profundidades que se han alcanzado.  
A partir del año 2009 se vio el crecimiento de manera acelerada la explotación minera del oro 
en el departamento del Chocó, llegando a tener el 39% de este metal precioso, solo por detrás del 
departamento de Antioquia, el cual posee un 42% de la explotación a nivel nacional. (Contraloría 
General de la República, 2013) 
El efecto causado en esta explotación minera para las comunidades que han tenido al rio Atrato 
y sus afluentes en un ambiente libre de estas sustancias ha sido completamente negativo en todos 
los aspectos ya que no es solo la pesca la que se ha visto afectada, es el consumo del agua, sus 
cultivos, el uso del agua para lavar la ropa, cocinar, es el ambiente en sí cuando se realiza la quema 
para la separación del oro y del mercurio, también se ha visto afectado el libre esparcimiento que 
antes realizaban al bañarse en el rio y que ahora debido a su contaminación no pueden realizarlo 
de la misma manera.  
Tanto la Defensoría del Pueblo en sus informe realizado  (Crisis humanitaria en el Chocó: 
diagnóstico, valoración y acciones de la Defensoría del Pueblo, 2014), el Procurador Judicial y 
Agrario de Quibdó mediante la instauración de acciones populares contra el Ministerio de 
Ambiente y Codechocó, así como la Contraloría General de la República con su serie “ La minería 
en Colombia” habían mostrado su preocupación y el interés de que el Estado Colombiano se hiciera 
cargo de la explotación debido al daño ambiental que se estaba causando y al cual no se le estaba 
dando ningún control o por lo menos este no estaba siendo efectivo.  
Otro punto importante al cual se debe hacer alusión es a la omisión realizada por parte de las 
autoridades al no garantizar la participación de las comunidades étnicas en la decisión de la 
explotación minera a su ambiente siendo esta una obligación y sabiendo que estas comunidades se 
iban a ver afectadas directamente, este se encuentra establecido en el artículo 330 de la Constitución 
Política, en el marco del Convenio 169 de la OIT ratificado por Colombia y también lo había 
esclarecido la misma Corte Constitucional en la sentencia T-574 de 1996 en la tutela interpuesta 
por la comunidad afroamericana de Salahonda (Nariño) debido a un vertimiento de petróleo por 
parte de unas mangueras submarinas de propiedad de Ecopetrol, en esta tutela se alegó la violación 
a los derechos de libre oficio y ecología marítima. 
3.2 La Acción de Tutela 
Dicho lo anterior en cuanto al contexto histórico, aspectos que dieron paso a instaurar la acción 
de tutela por parte del Centro de Estudios para la Justicia Social “Tierra Digna” representando al 
Consejo Comunitario Mayor de la Organización Popular Campesina del Alto Atrato (Cocomopoca) 
que está integrado por 3.200 familias, el Consejo Comunitario Mayor de la Asociación Campesina 
Integral del Atrato (Cocomacia) integrado por 120 comunidades y el Foro Inter-étnico Solidaridad 
Chocó (Fisch) por 47 organizaciones, en busca de detener el uso de maquinaria pesada y de 
sustancias tóxicas en el Río Atrato, sus cuencas, ciénagas, humedales y afluentes. 
3.2.1 Primera Instancia  
Se instauró la acción de tutela en el año 2005 ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
en contra del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, Ministerio de Minas y Energía, Ministerio de Salud y Protección Social, Alcaldía 
de El Carmen de Atrato y otras entidades nacionales y locales, alegando la violación a los derechos 
fundamentales de las comunidades étnicas y el equilibrio natural de los territorios que habitan. 
Mediante sentencia del 11 de febrero del 2005 el tribunal decidió no darle tramite a la acción de 
tutela, resolviendo declararla improcedente por lo que no pretendía proteger derechos 
fundamentales y si derechos colectivos. Añadiendo que para este existía el mecanismo de la acción 
popular a la cual debían acudir. Argumentando de la misma manera que el accionante no demostró 
porque las acciones populares no eran el medio efectivo para la protección de los derechos y debido 
a esto el accionante debería instaurar el incidente de desacato de las decisiones que habían sido 
anteriormente falladas a su favor.  
3.2.2 Segunda Instancia 
El accionante presentó la impugnación correspondiente bajo tres argumentos:  
- Desconocimiento de la vulneración y amenaza a los derechos fundamentales de las 
comunidades accionantes.      
 - Irregularidades en el trámite judicial de la acción de tutela.   
 - La activación de otras acciones judiciales que no han resultado efectivas. 
En la segunda instancia conoció la Subsección A, Sección Segunda del Consejo de Estado 
confirmando el fallo impugnado el 21 de abril del 2005 concluyendo que no existía vulneración de 
los derechos colectivos alegados, puesto que los accionantes no lograron demostrar el perjuicio 
irremediable ni la eficacia de las acciones populares para la protección de los derechos que estiman 
vulnerados y porque tienen la oportunidad de presentar el incidente de desacato ante el juez 
popular, quien conserva la competencia para ejecutar las medidas necesarias para el cumplimiento 
de la sentencia en la medida que no se puede pretender a través de la acción de tutela sustituir los 
medios ordinarios de acceso a la administración de justicia. Confirmando de esta manera la 
sentencia de primera instancia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca que había 
declarado improcedente la acción de tutela. 
De esta manera en las dos instancias de la acción de tutela negó la protección de este derecho 
fundamental por las razones anteriormente mencionadas, negando la violación de los Derechos 
Fundamentales y estableciendo que para aquellos derechos colectivos se encontraban otras 
herramientas jurídicas que podían utilizar los accionantes.   
4. REVISIÓN POR PARTE DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 
El procedimiento de la acción de tutela, el cual se encuentra reglamentado en el decreto 
2591/1991 establece en su artículo 30 que tres días después de haberse notificado el fallo y donde 
no hubiese impugnación, será enviada al día siguiente a la Corte Constitucional para su eventual 
revisión.  En este caso la Corte escogió la tutela debido al alcance de los derechos y al contexto 
generado.  
4.1 Problema Jurídico  
El problema a resolver se puede determinar a la siguiente premisa ¿Debido a la realización de 
actividades de minería ilegal en la cuenca del río Atrato (Chocó), sus afluentes y territorios 
aledaños, y a la omisión de las autoridades estatales demandadas (encargadas de hacer frente a 
esta situación, tanto del nivel local como del nacional), se presenta una vulneración de los 
derechos fundamentales a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio 
ambiente sano, a la cultura y al territorio de las comunidades étnicas accionantes? 
 
4.2 Argumentos de la Corte Constitucional 
Las autoridades estatales demandadas son responsables de la vulneración de los derechos 
fundamentales a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a 
la cultura y al territorio de las comunidades étnicas demandantes por su conducta omisiva al no 
realizar acciones efectivas para detener el desarrollo de actividades mineras ilegales, que han 
generado la configuración de grave crisis humanitaria y ambiental en la cuenca del río Atrato 
(Chocó), sus afluentes y territorios aledaños.  
La corporación ha constatado que efectivamente la principal actividad económica del Chocó en 
la actualidad es la minería ilegal. Y que esta explotación mecanizada, a pesar de los esfuerzos del 
Estado por combatirla, se realiza de forma intensiva e indiscriminada, con uso de dragas, dragones, 
retroexcavadoras y de sustancias químicas tóxicas como el mercurio y el cianuro para obtener la 
separación del mineral de oro de las impurezas generando con ello una notable contaminación 
ambiental que afecta, en su conjunto, los derechos a la a la vida, a la dignidad humana, a la salud, 
al agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio de las 
comunidades étnicas que habitan la cuenca del río Atrato. 
Una importante razón para afirmar lo anterior es que las actividades de minería ilegal, aparte de 
utilizar maquinaria pesada -que trasforma y destruye por completo todo a su paso-, también 
emplean indiscriminadamente sustancias químicas altamente tóxicas como el mercurio. 
Para la Corte es menester concluir que la actividad minera ilegal, al tener la potencialidad de 
generar menoscabo a la salud y al medio ambiente, como se ha visto en el caso de las comunidades 
étnicas que habitan la cuenca de río Atrato, está sujeta a la aplicación del principio de 
precaución. Este se aplica cuando -aunque haya un principio de certeza técnica- existe 
incertidumbre científica respecto de los efectos nocivos de una medida o actividad. En ese caso, 
debe preferirse la solución que evite el daño y no aquella que pueda permitirla. Este principio no 
solo está concebido para proteger el derecho al medio ambiente sino también el derecho a la salud 
cuando exista la amenaza de vulneración.  
El acceso al agua salubre, la preservación de las fuentes naturales y los recursos hídricos 
constituye una de las garantías esenciales para asegurar el nivel de vida adecuado, en cuanto 
condición indispensable para evitar la muerte por deshidratación, para reducir el riesgo de 
enfermedades relacionadas con el agua (contaminada) y para satisfacer las necesidades de 
consumo, cocina, higiene personal e higiene doméstica. Dichas garantías también implican 
preservar al mismo tiempo las funciones hidrológicas, biológicas y químicas de los ecosistemas, 
adaptando las actividades humanas a los límites de la capacidad de la naturaleza y combatiendo los 
vectores de las enfermedades relacionadas con el agua. 
Adicionalmente, no puede dejar de observarse que el derecho al agua es un requisito sine qua 
non para el ejercicio de otros derechos, en tanto “el agua es necesaria para producir alimentos 
(derecho a la alimentación); para asegurar la higiene ambiental (derecho a la salud); para procurarse 
la vida (derecho al trabajo) y para disfrutar de determinadas prácticas culturales (derecho a 
participar en la vida cultural)”. Por tanto, la contaminación -en especial con mercurio y cianuro- y 
la realización de actividades de minería ilegal en la cuenca del río Atrato y sus afluentes no solo 
vulnera el derecho al agua y otros componentes del derecho al medio ambiente sano (como ya se 
ha visto) sino que además vulnera los estándares esenciales de disponibilidad, accesibilidad y 
calidad del agua establecidos en la Observación General Núm. 15 por cuanto dicha clase de minería 
perjudica la producción de alimentos (árboles, cultivos y peces), las condiciones sanitarias, las 
formas tradicionales de vida y las prácticas culturales de las comunidades étnicas accionantes.   
Otra de las consecuencias del desarrollo intensivo de actividades mineras ilegales, es el 
asentamiento de un único modelo económico -que excluye a los demás- para el departamento del 
Chocó dirigido por grupos armados al margen de la ley, extranjeros y narcotraficantes como ha 
sido señalado por los informes que la Defensoría del Pueblo y que la Procuraduría General de la 
Nación han aportado al expediente de la referencia. Este “modelo de desarrollo de la minería ilegal” 
traído -principalmente- por extranjeros y actores armados se ha agravado en los últimos 20 años y 
atenta directamente contra las comunidades étnicas, ya que se ejecuta en sus territorios colectivos 
y está erosionando sus costumbres, usos y tradiciones ancestrales lo que implica una afectación a 
su derecho a la supervivencia física, cultural y espiritual. El impacto de la minería ilegal es tan 
fuerte que, como han señalado los accionantes, ha llegado a separar familias, a incrementar la 
violencia y a estimular la pérdida de las creencias y tradiciones ancestrales de las comunidades 
negras que habitan la cuenca del río Atrato en Chocó. 
Según expuesto lo anterior la Corte Constitucional concedió la acción de tutela y los derechos 
invocados por las comunidades étnicas accionantes a la vida, a la salud, al agua, a la seguridad 
alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio, para lo cual dará una serie de 
órdenes concretas que permitan enfrentar la difícil situación que ha generado la explotación minera 
ilegal en la cuenca del río Atrato. 
4.3 Utilización de Argumentos Jurisprudenciales de la CIDH por la Corte Constitucional 
Colombiana 
Para resolver el problema jurídico, a parte de los argumentos anteriormente mencionados, la 
Corte Constitucional hizo uso de la CIDH en cuanto a los argumentos del derecho fundamental 
al agua.  
- Iniciando con la Sentencia Comunidad Yakye Axa contra Paraguay de 2005, donde precisó: 
“las afectaciones especiales del derecho a la salud, e íntimamente vinculadas con él, las del 
derecho a la alimentación y el acceso al agua limpia impactan de manera aguda el derecho 
a una existencia digna y las condiciones básicas para el ejercicio de otros derechos 
humanos, como el derecho a la educación o el derecho a la identidad cultural” (CIDH, 
2005) 
- Igualmente en la Sentencia Comunidad Sawhoyamaxa contra Paraguay de 2006 en la cual 
la Corte Interamericana, en conexidad el derecho fundamental al agua con el derecho a la 
vida destacó:  “en el presente caso, junto con la carencia de tierra, la vida de los miembros 
de la Comunidad Indígena Sawhoyamaxa se caracteriza por […] las precarias condiciones 
de sus vivienda y entorno” (CIDH , 2006)  
- Asimismo, la Corte Interamericana en el caso Pueblo Saramaka contra Surinam (2007) se 
pronunció al mencionar que: “la importancia del agua limpia para que los pueblos indígenas 
y tribales puedan realizar actividades esenciales como la pesca. Siendo así es deber de los 
Estados proteger el territorio indígena de actividades extractivas que signifiquen un perjuicio 
para su derecho a la propiedad y a la subsistencia. Si bien ello no significa que no puedan 
realizarse estas actividades, se debe tener en cuenta que la propiedad de las comunidades 
étnicas y sus recursos tienen una protección especial, que ciertamente comprende el derecho 
al agua, a la protección de los bosques y a la alimentación” (CIDH, 2007) 
Haciendo mención de esta manera a la identidad cultural y étnica de los territorios que han 
pertenecido a estos de manera ancestral y obligar al Estado Paraguayo a garantizar la protección 
de la libertad del trabajo de su tierra, realizar la entrega de sus territorios, la pesca, el acceso al 
agua potable tanto para su consumo y para su uso doméstico.  
La Corte Constitucional de esta manera utilizó a la CorIDH como herramienta judicial en busca 
de la defensa del Río Atrato, otorgándole una protección especial, aunque estas ya debían haber 
sido ratificadas por el Estado se hizo de manera propia mediante el fallo de tutela.  
4.4 Decisión:  
Por último, para concluir con el análisis de la referida sentencia, se extraerán los apartados 
más importantes de la decisión tomada por parte de la Corte Constitucional.  
-  Conceder a los actores el amparo de sus derechos fundamentales a la vida, a la salud, al 
agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al territorio. 
- Declarar la existencia de una grave vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a 
la salud, al agua, a la seguridad alimentaria, al medio ambiente sano, a la cultura y al 
territorio de las comunidades étnicas que habitan la cuenca del río Atrato y sus afluentes.  
- Reconocer al río Atrato, su cuenca y afluentes como una entidad sujeto de derechos a 
la protección, conservación, mantenimiento y restauración a cargo del Estado y las 
comunidades étnicas. 
4.5 Medidas tomadas por la Corte Constitucional  
- Ordenar al Ministerio de Ambiente, al Ministerio de Hacienda, al Ministerio de Defensa, a 
Codechocó y Corpourabá, a las Gobernaciones de Chocó y Antioquia, y a los municipios 
demandados -con el apoyo del Instituto Humboldt, las Universidades de Antioquia y 
Cartagena, el Instituto de Investigaciones Ambientales del Pacífico, WWF Colombia y las 
demás organizaciones nacionales e internacionales que determine la Procuraduría General 
de la Nación- y en conjunto con las comunidades étnicas accionantes, que dentro del año 
siguiente a la notificación de la sentencia, se diseñe y ponga en marcha un plan para 
descontaminar la cuenca del río Atrato y sus afluentes, los territorios ribereños, recuperar 
sus ecosistemas y evitar daños adicionales al ambiente en la región. Este plan incluirá 
medidas como: (i) el restablecimiento del cauce del río Atrato, (ii) la eliminación de los 
bancos de área formados por las actividades mineras y (iii) la reforestación de zonas 
afectadas por minería legal e ilegal. 
- Ordenar al Ministerio de Defensa, a la Policía Nacional - Unidad contra la Minería Ilegal, 
al Ejército Nacional de Colombia, a la Fiscalía General de la Nación, a las gobernaciones de 
Chocó y Antioquia y a los municipios demandados, en conjunto con las comunidades étnicas 
accionantes y con el acompañamiento del Ministerio de Relaciones Exteriores, que diseñen 
e implementen dentro de los seis (6) meses siguientes a la notificación de esta providencia, 
un plan de acción conjunto para neutralizar y erradicar definitivamente las actividades de 
minería ilegal que se realicen no solo en el río Atrato y sus afluentes, sino también en el 
departamento de Chocó. En este sentido, la Corte reitera que es obligación del Estado 
colombiano judicializar y erradicar definitivamente toda actividad minera ilegal que se 
realice en el país. 
- Ordenar al Ministerio de Agricultura, al Ministerio de Interior, al Ministerio de Hacienda, 
al Departamento de Planeación Nacional, al Departamento para la Prosperidad Social, a las 
Gobernaciones de Chocó y Antioquia y a los municipios accionados que de manera 
concertada con las comunidades étnicas accionantes, diseñen e implementen dentro de los 
seis (6) meses siguientes a la notificación de esta providencia un plan de acción integral que 
permita recuperar las formas tradicionales de subsistencia y alimentación. 
- Ordenar al Ministerio de Ambiente, al Ministerio de Salud y al Instituto Nacional de Salud, 
a Codechocó y a Corpourabá -con el apoyo y la supervisión del Instituto Humboldt, las 
Universidades de Antioquia y Cartagena, el Instituto de Investigaciones Ambientales del 
Pacífico y WWF Colombia- que realicen estudios toxicológicos y epidemiológicos del río 
Atrato, sus afluentes y comunidades, los cuales no puede tardar más de tres (3) meses en dar 
inicio ni exceder de nueve (9) meses para su culminación, a partir de la notificación de la 
presente providencia, en los que se determine el grado de contaminación por mercurio y 
otras sustancias tóxicas, y la afectación en la salud humana de las poblaciones, consecuencia 
de las actividades de minería que usan estas sustancias. 
- El Gobierno nacional, a través del Presidente de la República, el Ministerio de Hacienda y 
el Departamento Nacional de Planeación deberá adoptar las medidas adecuadas y necesarias 
para asegurar los recursos suficientes y oportunos, que permitan la sostenibilidad y 
progresividad de todas las medidas a implementar para dar cumplimiento a lo ordenado en 
esta sentencia. Para tal efecto, deberán preverse anualmente las partidas presupuestales del 
caso, con arreglo a la alta complejidad y el carácter estructural de las medidas ordenadas. 
Lo anteriormente analizado supone que, así como fue declarado el Rio Atrato como sujeto de 
derechos y se ordenó al Estado, a los Ministerios y entidades mencionadas su protección, planes 
de contingencia y creación de políticas públicas para la recuperación, protección y posterior 
necesidad de erradicación de toda minería ilegal, además del uso de sustancias toxicas para tal 
explotación de metales preciosos, se podrá extender para los diferentes ríos que vienen sufriendo 
el mismo daño, contaminación debido al efecto inter comunis que le dio la Corte Constitucional a 
su decisión. Pero ante todo lo importante de la decisión es la atención que debe prestar el Estado y 
sus organizaciones en todo el territorio nacional para la protección y preservación de la 
Biodiversidad en paramos, ríos, lagos, humedales, montañas, mares, quebradas, reservas forestales, 
entre otros.  
Del mismo modo se suma la protección otorgada a las comunidades indígenas y afroamericanas 
que vieron afectada su diario vivir desde los años 90 cuando se disparó la minería ilegal en el 
departamento, afectando su consumo de agua, la cual realizan directamente del Rio Atrato sin 
ningún tratamiento, trayendo como consecuencia enfermedades y altos índices de mercurio en su 
sangre, la pesca, de la cual los peces al entrar en contacto con el mercurio y se veían altamente 
contaminados para el consumo humano, la minería artesanal al no poder realizarla por miedo a los 
grupos al margen de la ley y por las retroexcavadoras, dragas y dragones que trabajaban en el 
sector, de igual manera se vieron afectadas sus actividades domésticas como el lavado de ropa, la 
preparación de sus alimentos, el uso del baño e incluso su recreación.  
CONCLUSIONES  
Como resultado de lo anteriormente desarrollado en nuestro artículo científico, en el cual 
desarrollamos la Protección del Derecho al Agua por parte de las diferentes normas internacionales 
y el análisis de la sentencia T-622/16 emitida por la Corte Constitucional, podemos enunciar las 
siguientes conclusiones: 
- El consumo de agua potable es necesario para los seres humanos para llevar de esta manera 
una vida bajo condiciones dignas, es por eso que se ha convertido en una problemática 
mundial que se debe mejorar sobre todo en los países subdesarrollados donde el alcance de 
este derecho se encuentra limitado.  
- Mediante la amplia recopilación que hemos realizado de las normas de índole internacional 
que reconocen el derecho al agua como un derecho humano esencial para vivir dignamente 
se ha podido evidenciar que se mantiene una constante en cuanto a la necesidad de que los 
Estados mantengan e inviertan una mayor cantidad de sus recursos para poder reconocer 
este derecho a todos los pueblos, que se pueda establecer mediante políticas públicas para 
darle un cumplimiento con mayor amplitud.  
- Garantizar este Derecho se ha convertido en uno de los pilares fundamentales y en los que 
ha recalcado con mayor insistencia por parte de la Asamblea General de la ONU, sin restarle 
importancia a los demás derechos, en materia de salud el agua es aquella bebida que debe 
ser consumida para que nuestro cuerpo pueda realizar la totalidad de sus funciones de 
manera correcta, sí un ser humano consume agua sin haber esta pasado por los diferentes 
filtros puede estar bebiendo agua que fue contaminada por una u otra razón, de esta manera 
se deben evitar las enfermedades.  
- El goce de este Derecho se debe hacer sin discriminación de condición socioeconómica, ya 
que está visto que las personas de bajos recursos son aquellas que no tienen acceso a una 
condición digna al agua potable, el factor de la privacidad del agua y los altos precios hacen 
imposible que puedan ser pagados. 
- La protección otorgada por la Corte Constitucional al Rio Atrato da muestras de la 
insuficiencia de las medidas otorgadas para su defensa por parte del Estado y de sus 
diferentes organizaciones encargadas de la conservación de la Biodiversidad en nuestro 
Estado.  
- El ser humano no puede continuar utilizando al planeta Tierra y sacando provecho de este 
bajo la explotación de sus recursos naturales este sin tener en cuenta las consecuencias de 
las cuales el planeta no se va a recuperar.  
- Es necesario la creación de una ley en coordinación por parte del Estado Colombiano o de 
una modificación de las políticas públicas que cambien la manera a la cual se está realizando 
la explotación de los recursos naturales en el país, no solo por parte de la entrega de licencias 
mineras que casi siempre son otorgadas a multinacionales internacionales, sino también es 
importante tomar medidas que impidan la minería ilegal, ya que es esta la que no posee un 
control que se encargue de ella.  
- Recalcando el antecedente del reconocimiento al Rio Atrato como sujeto de derechos, es de 
vital importancia encontrar una manera de controlar y salvaguardar a los demás ríos que se 
encuentran en las mismas condiciones y en los cuales no se ha empezado ningún tipo de 
acción tanto jurídica como de ayuda humana por parte de las comunidades y de la 
administración del municipio o departamento.  
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